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PREDIO LA GRAN MANZANA: ANTES DEL DIA 10 DE AGOSTO DEL AÑO 2022





PREDIO LA GRAN MANZANA: DESPUÉS DEL 10 DE AGOSTO DEL
2022









Doctor(a)
JUEZ PROMISCUO DEL CIRCUITO  DE PAZ DE ARIPORO - CASANARE
(REPARTO)
E S D

REFERENCIA : ACCIÓN DE TUTELA
ACCIONANTES : LUIS ARIEL ORTIZ RIOS Y MARCY NAYIBE BERNAL
ACCIONADO : EJERCITO NACIONAL- POLICIA

NACIONAL-INSPECCIÓN MUNICIPAL DE POLICÍA DE
PAZ DE ARIPORO CASANARE Y OTROS.

LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, mayor de edad, con domicilio y residencia en el
municipio de Paz de Ariporo Casanare., de nacionalidad colombiano, identificado
con la cédula de ciudadanía número 96.191.704 de Paz de Ariporo Casanare y
MARCY NAYIBE BERNAL, mayor de edad, con domicilio y residencia en el
municipio de Paz de Ariporo Casanare, de nacionalidad colombiana, identificada
con la cedula de ciudadania numero 23.795.828,actuando en nuestro nombre
propio y al mismo tiempo en nombre y representación de nuestro menor hijo LUIS
ALEJANDRO ORTIZ BERNAL, menor de edad, identificado con NIUP numero
1.115.857.506 en forma respetuosa nos dirigimos al Despacho para presentar
ACCIÓN PÚBLICA DE TUTELA, en contra de la INSPECCIÓN MUNICIPAL DE
POLICÍA DE PAZ DE ARIPORO CASANARE, ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ
DE ARIPORO CASANARE, JAIME RICARDO FORERO ABRIL mayor de edad,
con domicilio y residencia en el municipio de Paz de Ariporo Casanare, de
nacionalidad colombiano, cuya cedula de ciudadania manifestamos bajo la
gravedad de juramento desconocemos, ANDRES FELIPE RICO CAMARGO,
mayor de edad, con domicilio y residencia en el municipio de Paz de Ariporo
Casanare, de nacionalidad colombiano, identificado con la cedula de ciudadania
numero 1.115.860.135 de Paz de Ariporo Casanare, el señor WILDER BURGOS
LEON, mayor de edad, con domicilio y residencia en el municipio de Paz de
Ariporo Casanare, de nacionalidad colombiano, cuyo numero de identificacion
manifestamos desconocemos, la señora LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL, mayor
de edad, con domicilio y residencia en el municipio de Paz de Ariporo Casanare, de
nacionalidad colombiana, identificada con la cedula de ciudadania numero
23.789.505, la señora NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO, mayor de
edad, con domicilio y residencia en el municipio de Paz de Ariporo Casanare, de
nacionalidad colombiana, cuyo numero de identificacion manifestamos
desconocemos, en contra del Intendente de la policía JAVIER VARGAS
SALAMANCA,mayor de edad, con domicilio y residencia en el municipio de Paz de
Ariporo Casanare, identificado con la cedula de ciudadania numero 4.084.108 y en
contra del EJÉRCITO NACIONAL , LA POLICÍA NACIONAL Y EL INSTITUTO
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF , para que previo el
agotamiento de la ritualidad procesal establecida para estos casos, se sirva
conceder las siguientes:



PETICIONES

1. Tutelar a nuestro favor los derechos fundamentales a la dignidad humana,
debido proceso, propiedad privada, vivienda, prevalencia del interés
superior de los derechos de los niños, niñas y adolescentes consagrados en
nuestra Constitución Política de 1991.

2. Como consecuencia de lo anterior, ORDENAR a los accionados reintegrar a
nuestro favor el bien inmueble conocido como LA GRAN MANZANA, de la
vereda LA VEREMOS del municipio de PAZ DE ARIPORO CASANARE, el
cual cuenta con un área aproximada de 20 hectáreas más 1944.861 metros
cuadrados, el cual se encuentra comprendido por los siguientes linderos:
POR EL NORTE:En extensión de 326.886 metros con la vía carreteable que
conduce del municipio de Paz de Ariporo a la Vereda la Veremos; POR EL
ORIENTE: En extensión de 401.516 metros con el predio la Veremos de
propiedad del señor URIEL CRUZ; POR EL SUR: En extensión de 595.992
metros con el caño LA CANDELARIA; POR EL OCCIDENTE: En extensión
de 459.449 metros con el predio Villa Maria de propiedad de la señora
LIGIA MARIA RIOS y posesión parcial en cabeza de los señores
RODOLFO, JUAN CARLOS Y ARIEL ORTIZ RIOS, y encierra.

3. Igualmente ORDENAR a los accionados reparar económicamente los
perjuicios materiales causados con las actuaciones desplegadas el día 10 de
agosto del año 2022.

4. Así mismo, ORDENAR a los accionados reparar económicamente los
perjuicios morales a nosotros causados con las actuaciones desplegadas el
día 10 de agosto del año 2022.

5. Tutelar a nuestro favor cualquier otro derecho fundamental que se evidencie
vulnerado.

HECHOS

1. Desde hace más de 15 años los señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS,
RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME
ALBERTO ORTIZ RIOS y la señora LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL,
iniciaron posesión sobre el predio conocido como VILLA MARÍA, de la
vereda LA VEREMOS, del municipio de Paz de Ariporo Casanare.

2. Los señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN
CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME ALBERTO ORTIZ RÍOS, son hijos de la
señora LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL.

3. El día 23 de noviembre del año 2009, la señora LIGIA MARIA RIOS
CARVAJAL solicitó ante el extinto INSTITUTO COLOMBIANO DE
DESARROLLO RURAL -INCODER, la adjudicación del predio baldío
anteriormente mencionado.

4. Mediante resolución número 0086 del dia 28 de octubre del año 2011, el
predio VILLA MARÍA, fue adjudicado únicamente en favor de la señora



LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL, desconociéndose así los derechos de
posesión de los señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, RODOLFO ORTIZ
RIOS, JUAN CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME ALBERTO ORTIZ RIOS.

5. A pesar de la adjudicación realizada los señores LUIS ARIEL ORTIZ
RIOS, RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME
ALBERTO ORTIZ RÍOS, continuaron ejerciendo posesión respecto de
parte del predio VILLA MARIA.

6. El predio VILLA MARIA cuenta con un área de terreno aproximada de
204.3472 metros cuadrados y le corresponde el folio de matrícula
inmobiliaria número 475-26607 de la oficina de Registro de Instrumentos
Públicos de Paz de Ariporo Casanare.

7. Como consecuencia de la continuación del ejercicio de la posesión de los
señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN
CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME ALBERTO ORTIZ RÍOS, en el mes de
junio del año 2020, la señora LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL, inició
querella policiva por comportamientos contrarios a la posesión en contra de
sus hijos ARIEL, RODOLFO  y JUAN CARLOS ORTIZ RIOS.

8. La mencionada acción policiva fue iniciada a través del doctor ANDRÉS
FELIPE RICO CAMARGO, y fue de conocimiento de la INSPECCIÓN
MUNICIPAL DE POLICÍA DEL MUNICIPIO DE PAZ DE ARIPORO
CASANARE, bajo el radicado número 009-2020.

9. El objeto de la acción policiva arriba descrita corresponde a un área de
terreno de aproximadamente de 6 hectáreas perteneciente al predio VILLA
MARIA.

10.Desde hace más de 12 años, nosotros ingresamos a ocupar y poseer el
predio baldío conocido como “LA GRAN MANZANA” de la vereda “LA
VEREMOS” del municipio de Paz de Ariporo Casanare.

11.El predio LA GRAN MANZANA de la vereda LA VEREMOS del municipio
de PAZ DE ARIPORO CASANARE, cuenta con un área aproximada de 20
hectáreas más 1944.861 metros cuadrados, el cual se encuentra
comprendido por los siguientes linderos: POR EL NORTE:En extensión de
326.886 metros con la vía carreteable que conduce del municipio de Paz de
Ariporo a la Vereda la Veremos; POR EL ORIENTE: En extensión de
401.516 metros con el predio la Veremos de propiedad del señor URIEL
CRUZ; POR EL SUR: En extensión de 595.992 metros con el caño LA
CANDELARIA; POR EL OCCIDENTE: En extensión de 459.449 metros
con el predio Villa Maria de propiedad de la señora LIGIA MARIA RIOS y
posesión parcial en cabeza de los señores RODOLFO, JUAN CARLOS Y
ARIEL ORTIZ RIOS, y encierra.



12.En virtud del ejercicio de nuestra posesión sobre el predio conocido como
LA GRAN MANZANA, construimos nuestra casa de habitación, en la cual
recidiamos en compañía de nuestro menor hijo LUIS ALEJANDRO ORTIZ
BERNAL.

13. Al interior del predio LA GRAN MANZANA, contábamos con semovientes
bovinos que servían de sustento y sostenimiento de nuestra familia.

14.Igualmente los aquí accionantes veníamos explotando económica y
materialmente el predio LA GRAN MANZANA,mediante la venta de pastos
y el arrendamiento de potreros.

15.Desde el momento del inicio de nuestra posesión nunca hemos sido
requeridos por autoridad policial, administrativa o judicial alguna, respecto
del predio LA GRAN MANZANA.

16.El dia 29 de septiembre del año 2020, la INSPECCION DE POLICIA
MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO CASANARE, realizó la diligencia de
inspección ocular al interior de la querella número 009 - 2020, respecto del
predio VILLA MARIA, de la vereda LA VEREMOS del municipio de Paz de
Ariporo Casanare.

17. En la mencionada oportunidad la autoridad policiva no vínculo, ni visito, ni
inspeccionó el predio LA GRAN MANZANA.

18.Igualmente en la mencionada diligencia la INSPECCION DE POLICIA
MUNICIPAL designó al perito LUIS OSWALDO GUERRERO LUGO, a fin
de que realizara dictamen de identificación, alinderacion, estado y mejoras
existentes sobre el predio VILLA MARIA.

19.El día 06 de octubre del año 2021, la inspección municipal de policía de Paz
de Ariporo, profirió la resolución número 011 mediante la cual amparó los
derechos de la parte querellante al interior de la querella policiva número
009-2020.

20.En la mencionada resolución policiva no se realizó pronunciamiento ni se
emitió orden alguna que afectara el predio LA GRAN MANZANA.

21. En contra de mencionada resolución, el apoderado de la parte querellada
interpuso recurso de apelación.

22.Mediante resolución número 300.52 -444 del dia 30 de diciembre del año
2021, LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO CASANARE
resolvió el recurso de alzada antes mencionado, confirmando en su totalidad
la resolución policiva número 11 del día 06 de octubre del año 2021.

23.En el mes de enero del año 2022, el Doctor OSCAR GERMAN CASTRO, se
posesionó como INSPECTOR MUNICIPAL DE POLICÍA del municipio de
Paz de Ariporo Casanare.



24.Mediante resolución número 300.52-274 del dia 25 de abril del año 2022, la
ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO CASANARE, en
atención al impedimento presentado por el señor INSPECTOR- OSCAR
CASTRO, designó como inspector ad hoc para la querella policiva 009 -
2020 al doctor JAIME RICARDO FORERO ABRIL.

25.El impedimento presentado por el Inspector de policía OSCAR CASTRO se
fundamentó en que él mismo había conocido en anterioridad el referido
caso, e inclusive había representado los intereses de la parte querellante.

26.El día 06 de julio del presente año, el Doctor RICARDO FORERO ABRIL,
designó como fecha para llevar a cabo la diligencia de entrega del bien
inmueble conocido como VILLA MARÍA de la vereda LA VEREMOS del
municipio de Paz de Ariporo, el día 09 de agosto del año 2022, a partir de
las 9:00 am.

27. No obstante lo anterior el día 09 de agosto del año 2022, ninguno de los
miembros de la INSPECCIÓN DE POLICÍA se hizo presente en el bien
inmueble VILLA MARIA, de la vereda LA VEREMOS del municipio de Paz
de Ariporo Casanare.

28.El dia 10 de agosto del año 2022, siendo las 8:00 am los señores
accionados JAIME RICARDO FORERO ABRIL, ANDRES FELIPE RICO
CAMARGO, WILDER BURGOS LEON, LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL
y NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO, en su condición de
representante del instituto colombiano de Bienestar Familiar -ICBF,
comparecieron en el bien inmueble denominado VILLA MARIA, a fin de
llevar a cabo la entrega y el cumplimiento total de la orden de policía,
emitida mediante resolución 011 del dia 06 de octubre del año 2021.

29.Igualmente en dicha oportunidad comparecieron al predio antes
mencionado miembros del EJÉRCITO NACIONAL y miembros de la
POLICÍA NACIONAL, dentro de los cuales se encontraba el intendente de
la Policía JAVIER VARGAS SALAMANCA.

30.Una vez culminada la entrega respecto de la parte de terreno que los
señores RODOLFO, ARIEL, JUAN CARLOS Y JAIME ORTIZ RÍOS,
ejercen posesión sobre el predio VILLA MARIA, el abogado ANDRES
FELIPE RICO CAMARGO en compañía de miembros de la POLICÍA
NACIONAL y del EJÉRCITO NACIONAL se dirigieron a nuestro predio
conocido como la GRAN MANZANA.

31.Dentro de los miembros de la POLICÍA NACIONAL que comparecieron se
encontraba presente el Intendente de la Policía JAVIER VARGAS
SALAMANCA.

32. Una vez las personas antes referidas ingresaron al predio LA GRAN
MANZANA, requirieron al señor ARIEL ORTIZ RIOS, para que desalojara
el mismo.



33.En atención a la falta de orden judicial o administrativa alguna que ordenara
el desalojo y salida del predio LA GRAN MANZANA el señor ARIEL
ORTIZ RIOS presentó oposición a los requerimientos del jurista RICO
CAMARGO.

34.Debido a lo anterior los miembros de la POLICIA NACIONAL, procedieron
a retener e inmovilizar al señor ARIEL ORTIZ RÍOS, con la finalidad de
que el mismo no impidiera la extracción de las personas, animales y cosas
que se encontraban en el bien inmueble denominado LA GRAN MANZANA
de la vereda LA VEREMOS del municipio de Paz de Ariporo Casanare.

35.El abogado ANDRES FELIPE RICO CAMARGO, haciendo uso de
información falsa indujo en error a los miembros del EJÉRCITO
NACIONAL y la POLICÍA NACIONAL con la finalidad de cometer una
operación administrativa ilegal, infundada, arbitraria, abrupta, violenta y
desconocedora del debido proceso.

36.El abogado ANDRES FELIPE RICO CAMARGO, uso como sustento para
llevar a cabo el desalojo injustificado la calidad de querellado que ostentaba
el señor ARIEL ORTIZ RIOS, respecto del predio VILLA MARIA.

37. La dirección de los miembros del EJÉRCITO NACIONAL y la POLICÍA
NACIONAL se encontraba a cargo del INSPECTOR DELEGADO- JAIME
RICARDO FORERO ABRIL, quien omitió su deber legal y funcional de
limitar la diligencia al predio VILLA MARIA.

38.Como consecuencia de la inducción en error y la omisión de las autoridades
administrativas que se encontraban presentes, el abogado RICO
CAMARGO, los miembros de la POLICÍA NACIONAL y del EJÉRCITO
NACIONAL, procedieron a desalojarlos totalmente del predio LA GRAN
MANZANA.

39.El predio la Gran Manzana es un bien inmueble colindante del predio Villa
Maria, más no del área que se encontraba en litigio policivo.

40.Al momento del desalojo injustificado a nosotros realizado, el abogado
ANDRES FELIPE RICO y los miembros del EJÉRCITO NACIONAL y de
la POLICÍA NACIONAL, exigieron la extracción de aproximadamente 26
semovientes bovinos, ordenando que los mismo fueran dejados en libertad
sobre la vía de acceso  de la vereda LA VEREMOS.

41.En aras de evitar daños y perjuicios por parte del ganado que se encontraba
bajo nuestro cuidado, el mismo fue trasladado al predio conocido como
BUENOS AIRES de la vereda LA VEREMOS del municipio de Paz de
Ariporo Casanare, de propiedad del señor SEGUNDO ALBEIRO
HERNANDEZ.

42.En la mencionada oportunidad los miembros de la POLICÍA NACIONAL,
EJÉRCITO NACIONAL y el abogado ANDRES FELIPE RICO,
procedieron a realizar el desmonte y destrucción de nuestra casa de
habitación.



43.La actuación desplegada por los aquí querellados sin que mediara orden
judicial, policial o administrativa alguna constituye una vía de hecho y nos
ha generado un perjuicio de carácter irremediable al despojarnos de nuestra
vivienda.

44.Igualmente los hechos aquí narrados desconocen el principio constitucional
de legalidad y debido proceso, generandose una violacion directa a la
Constitución Política de 1991.

45.De otra parte la actuación de la INSPECCIÓN MUNICIPAL DE POLICÍA
DE PAZ DE ARIPORO CASANARE, constituye un defecto procedimental
absoluto por no haberse limitado la diligencia de entrega al bien inmueble y
al área de terreno de dicho inmueble que se encontraba en litigio, la cual
ascendía únicamente a un área aproximada de 6 hectáreas.

46.Actualmente nos hemos visto obligados a rebuscar nuestro sitio de
residencia, sin que el mismo cuente con una estabilidad ni una garantía de
permanencia, debido a la forma abrupta en la que fuimos desalojados.

47. Debido a lo anterior, las actuaciones administrativas desplegadas nos han
dejado desamparados totalmente.

48.Igualmente el desalojo realizado respecto de nuestras tierras ha impedido el
ejercicio de nuestra actividad económica poniendo así en riesgo nuestro
mínimo vital y el de nuestro menor hijo.

49.Las acciones y omisiones constituyen responsabilidad patrimonial en cabeza
de las autoridades estatales.

50.Manifestamos bajo la gravedad de juramento que no hemos iniciado alguna
otra acción por los mismos hechos y peticiones.

CONSIDERACIONES

Nuestra Constitucion Politica de Colombia establece el derecho fundamental de la
Dignidad Humanda en su primer articulo, el cual dicta:

“Artículo 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales,
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la
prevalencia del interés general.”

De igual manera La Honorable Corte Constirucional mediante su sentencia T-291
del año 2016, definio la DIGNIDAD HUMANA como un derecho fundamental la
cual lo establecio como:



“Entendido como derecho fundamental autónomo, la Corte ha determinado
que la dignidad humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial
que tiene toda persona por el hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene
toda persona de exigir de los demás un trato acorde con su condición
humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como un derecho
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete
el fundamento político del Estado.”

Como se observa la Dignidad Humana, no solamente constituye un fundamente
filosofico a partir del cual el funcionamiento del Estado Social de Derecho debe
responder, sino que constituye un interes maximo y una directirz inmodificable de
respeto de todas las personas asociadas al Estado Colombiano asi, en el presente caso
nosotros los aqui accionantes contabamos con una garantia de caracter constirucional e
inclusive de relevancia internacional en virtud de los mandatos del articulo 93 de la
misma Constitucion Politica, que no podia ser desconocido en ningun momento.

La dignidad humana ha sido aceptada como aquel derecho fundamental que logra
englobar todas las prerrogativas constitucional, covencional, legal y
jurisprudencialmente reconocidas, bajo este precepto la violacion del mas minimo de
los componentes que recubren a las personas con llevan a una violacion directa de tal
mandato supremo.

Por su parte, el artículo 29 de nuestra Constitución Política, establece el derecho al
debido proceso ante las actuaciones judiciales y administrativas.

De igual manera, la jurisprudencia constitucional en Sentencia C-341 del año 2014
ha definido el derecho al debido proceso:

“Como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico,
a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en
una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite
se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la
justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso: (i) El
derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e
igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a
obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante
autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en
el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario
con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado
proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la
calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la
Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, entendido como el
empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y
obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el
derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la
defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea
necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la
lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso;
(iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un
tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se
vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho
a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los



servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de
administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas
atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la
independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre
deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los
imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni
prevenciones, presiones o influencias ilícitas”.

Para este caso en particular es necesario aclarar al juez constitucional la definicion
propia del debido proceso administrativo tenida por la Honorable Corte
Constitucional , la cual determina sus caracterirsticas y subreglas mediante la
senetencia T - 585  del año 2019, la cual dicta:

“El debido proceso administrativo se circunscribe a las relaciones jurídicas
entre la autoridad administrativa y la persona, y se define como el conjunto
complejo de circunstancias impuestas por la ley a la administración, para
que ésta cuente con un funcionamiento ordenado, se garantice la seguridad
jurídica de las personas y se revista de validez las actuaciones de la
administración. En ese sentido, la Corte Constitucional ha sostenido que el
debido proceso administrativo se caracteriza por: a) el conjunto complejo de
condiciones que le impone previamente la ley a la administración, que se
traduce en una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa;
b) la relación -directa o indirecta- necesaria entre cada uno de los pasos; c)
la existencia de un fin constitucional o legal previamente establecido, entre
los cuales puede mencionarse el correcto funcionamiento de la
administración, la garantía de la validez de los actos administrativos y la
realización del principio de seguridad jurídica y del derecho a la defensa.

La primera subregla consiste en que las actuaciones administrativas deben
respetar los principios consagrados en el artículo 209 inciso 1 de la
Constitución Política de Colombia, a saber, igualdad, moralidad, eficacia,
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. La segunda subregla sobre
este derecho fundamental consiste en que ninguna actuación del servidor
público puede ser resultado de la arbitrariedad, sino que debe sujetarse a
unos procedimientos prestablecidos por la ley. La Corte Constitucional ha
sostenido al respecto que, en materia administrativa, el debido proceso es
exigente en cuanto a la legalidad, ya que no solo se pretende que el
servidor público cumpla con las funciones asignadas, sino que, además, lo
cumpla en la forma determinada por el ordenamiento jurídico. La tercera
regla hace referencia al deber que tiene toda autoridad administrativa de
apreciar las pruebas conforme a los principios de legalidad y razonabilidad.
Esta apreciación razonable implica la garantía de la primacía de lo sustancia
sobre las formas y lograr la efectividad de los derechos. La Corte
Constitucional ha indicado, en especial, que el derecho sustancial no puede
ser desconocido so pretexto de la aplicación del derecho instrumental o, en
otras palabras, la exigencia de formalidades no puede prevalecer sobre las
razones de fondo.”

De manera seguida, nuestra carta magna establece el derecho fundamental a la
propiedad provada, mediante su articulo 58, estableciendolo de la siguiente
manera:



“Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de
una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren
en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella
reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social. La
propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es
inherente una función ecológica. El Estado protegerá y promoverá las formas
asociativas y solidarias de propiedad. Por motivos de utilidad pública o de
interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante
sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los
intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el
legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa,
sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del
precio.”

Ahora bien, la Honorable Corte constitucional ha previsto mediante su criterio de
conexidad la protecccion del derecho fundamental a la propiedad privada junto con
la intepretacion y proteccion al derecho fundamental de la vivienda, pues mediante
su sentencia de tutela T -1321  del año 2005, determino:

“se garantice igualmente el pleno ejercicio de otros derechos, estos si
catalogados como fundamentales. La afectación del derecho a la propiedad
tiene incidencia directa en el efectivo goce y respeto de otros derechos que
como la vivienda digna, el trabajo, el mínimo vital y la propia vida entre
otros, imponen el deber al juez constitucional de garantizar la protección
oportuna del derecho a la propiedad privada, por consolidarse que entre
éste y otros derechos de carácter fundamental existe una inescindible
conexidad”.

En aras de seguir con su postura jurisprudencial la Honorable Corte Constitucional
definion en su sentencia de tutela T- 454 de 2012, lo siguiente:

“En cuanto tiene que ver con la propiedad privada, estos dos aspectos
–fundamentalidad y justiciabilidad- se encuentran estrechamente ligados. El
criterio mantenido por esta Corte es que únicamente algunas facetas del
derecho constitucional a la propiedad privada adquieren el carácter de
fundamental y, solo cuando ello ocurre, la propiedad es susceptible de
protección mediante la acción de tutela. Concretamente, para la Corte, la
propiedad solo puede ser considerada un derecho fundamental
cuando las facetas invocadas por los accionantes (uso, goce,
usufructo, etc.) tengan una relación directa con la dignidad
humana”.

Una vez expuesto los lineamientos jurisprudenciales proferidos por la honorable
Corte Constitucional y el relato de lo sucedido el pasado 10 de agosto del año
2022, es evidente la vulneracion directa de nuestros derechos fundamentales como
lo son a la dignidad humana, debido proceso, debido proceso administrativo,
propiedad privada y vivienda, pues el desalojo injustificado realizado sobre nuestro
casa habitacion ubicada en nuestro predio rural LA GRAN MANZANA, demostro
invequivocamente el abuso de autoridad por parte de los funcionarios publicos de
las entidades hoy accionadas, dado que convijandose malisiosamente de una
querella policiva que recaia sobre el predio VILLA MARIA, siendo este totalmente
diferente al nuestro, decidieran de la manera mas abrupta, desproporcional y



desconocedora de todo respeto minimo a nuestro derechos, desalojarnos de
nuestro hogar y posterior a estó destruirlo totalmente, dejando aun asi nuestro
ganado bovino, unica fuente de ingresos de nuestro hogar en la carretera y a la
interperie, pasando por alto todos los principios constitucionales de un Estado
Social de Derecho.

De otra parte la sentencia C-590 del año 2005 de la Honorable Corte
Constitucional estableció la procedencia de la accion de tutela frente a la decisiones
judiciales, la cual establece:

“Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda
una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la
existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que
deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha
señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se
requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que
adelante se explican.

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que
profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia
para ello.

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó
completamente al margen del procedimiento establecido.

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio
que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la
decisión.

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con
base en normas inexistentes o inconstitucionales[10] o que presentan una
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de
un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una
decisión que afecta derechos fundamentales.

g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la
legitimidad de su órbita funcional.

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por
ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente
dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante
del derecho fundamental vulnerado.

i.  Violación directa de la Constitución.

Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones
judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la
admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-590-05.htm#_ftn10


si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de
decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.”

Teniendo en cuenta la anterior jurisprudencia, se evidencia el defecto
procedimental absoluto, desplegado por la INSPECCION MUNICIPAL DE
POLICIA DE PAZ DE ARIPORO en su actuar, pues la extralimitacion del desalojo
realizado sobre el predio LA GRAN MANZANA, predio que no tenia nada que ver
con el predio objeto de litis de la querella policiva 009 del año 2020 constituye una
via de hecho totalmente carente de soporte procesal que le permita tal actuacion,
pues el hecho de que estos predios LA GRAN MANZANA -VILLA MARIA sean
colindantes, no constituia argumento suficiente para concluir que estos predios
conformaban uno solo, permendo de ilegalidad el desalojo y proterior destruccion
de nuestro hogar.

Por otro lado y no siendo menos importante, es menester como accionantes,
exponer el defecto de Error Inducido establecido dentro de la misma
jurisprudencia, dado que segun lo sucedido el error de desalojarnos ilegalmente de
nuestro predio LA GRAN MANZANA, proviene de la orden e instruccion dada por
el señor ANDRES FELIPE RICO CAMARGO apoderado de la señora LIGIA
RIOS CARVAJAL, pues teniendo pleno conocimiento de que dicho bien no es
propiedad de su poderdante, decidiera ordenar al EJERCITO NACIONAL,
POLICIA NACIONAL y demas entidades publicas presentes en el desalojo, para
llevar a cabo la posterior destruccion de un bien que no hacia parte de la querella.

El actuar de las personas y entidades aqui accionadas generan una VIOLACION
DIRECTA DE LA CONSTITUCION, pues al momento de vulnerar de manera
indiscriminada nuestros derechos fundamentales mediante un desalojo, sin
ninguna decision judicial o administrativa que lo justificara, da paso a que frente a
este actuar proceda la accion de tutela en aras de garantizar y proteger nuestros
derechos.

Finalmente, debe recalcarse la obligacion de responsabilidad patrimonial en cabeza
del Estado frente a los daños y perjuicios causados como consecuencia de las
actuaciones administrativas, las omisiones y el desarollo de las operaciones
administrativas, pues el daño a nuestros bienes y la constante incertidumbre en la
que nos encontramos desde el dia 10 de agosto del año 2022, al no tener
conocimiento de lo que va a suceder con nuestro hogar y de nuestros años de
trabajo sobre nuestro predio deberan ser debidamente reparados.

PRUEBAS

DOCUMENTALES

- Escrito de la querella policiva presentada por la señora LIGIA RIOS
CARVAJAL.

- Copia de la resolución número 011 del día 06 de octubre del año 2021,
expedida por la INSPECCIÓN MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO
CASANARE.



- Copia de la resolución número 300.52 -444 del día 30 de diciembre del año
2021 expedida por LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO
CASANARE.

- Copia levantamiento topográfico del predio objeto de litis dentro de la
querella  policiva número 009-2020.

- Copia del registro civil de nacimiento con indicativo serial número 44494455
del menor LUIS ALEJANDRO ORTIZ BERNAL.

- Copia de partida de matrimonio de los señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS
y MERCY NAYIBE BERNAL.

- Copia contrato de arrendamiento de terreno rural del predio LA GRAN
MANZANA.

- Declaración juramentada del señor SEGUNDO ALBEIRO HERNANDEZ.

- Copia de levantamiento topográfico del predio LA GRAN MANZANA, del
mes de marzo del año 2021.

- Certificación emitida por el Presidente de Junta de Acción Comunal de la
vereda la Veremos del municipio de Paz de Ariporo Casanare.

- Dos copias de registros únicos de vacunación expedidos por el COMITÉ
GANADERO DE PAZ DE ARIPORO CASANARE.

- Treinta Firmas realizadas por personas de la comunidad la vereda la
veremos del municipio de Paz de Ariporo Casanare.

- Copias de nuestras cédulas de ciudadanía.

- 14 fotografias antes y despues del Predio la Gran Manzana.

JURAMENTO

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no he presentado otra acción por los
mismos hechos y peticiones.

DERECHO

Constitución Nacional art. 27, 41, 86, Decreto 2591 de 1991, Decreto 306 de 1992,
Decreto 1382 de 2000, numero 2 aritulo 2.2.3.1.2.1. decreto 333 del año 2021.

ANEXOS

- Lo relacionado en el acápite de pruebas



NOTIFICACIONES

ACCIONANTES: Recibo notificaciones en la Carrera 4 número 7 - 62 de Paz de
Ariporo Casanare. Email: nayibernal81@gmail.com. Cel.: 3174358633.

ACCIONADOS:

- ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO CASANARE :
Dirección: Carrera 6 # 9 - 35 Barrio Camilo Torres, Alcaldía Municipal de Paz
de Ariporo - Casanare. E mail: despacho@pazdeariporo-casanare.gov.co o
contactenos@pazdeariporo-casanare.gov.co ; teléfono: (+57) 8 637 4233
Ext. 122 y 123.

- INSPECCIÓN MUNICIPAL DE POLICÍA DE PAZ DE ARIPORO
CASANARE: Dirección: ubicado en la calle 10 # 8-03. De Paz de Ariporo
Casanare;E-mail: inspeccion@pazdeariporo-casanare.gov.co ;
Teléfono::6373013.

- ANDRES FELIPE RICO CAMARGO: Dirección: Carrera 9 N 11-68, Oficina
103 del Municipio de Paz de Ariporo Casanare; E mail:
arico.asesoriasjuridicas@gmail.com; teléfono: 322 7469472.

- WILDER BURGOS LEÓN: Dirección: ubicado en la calle 10 # 8-03. De Paz
de Ariporo Casanare;E-mail: inspeccion@pazdeariporo-casanare.gov.co ;
Teléfono::6373013.

- LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL: Direccion: Finca Villa Maria, vereda la
Veremos del municipio de Paz de Ariporo Casanare; Email: no se conoce;
Teléfono: 3204952174

- JAIME RICARDO FORERO ABRIL: Dirección: Carrera 6 # 9 - 35 Barrio
Camilo Torres, Alcaldía Municipal de Paz de Ariporo - Casanare. E mail:
despacho@pazdeariporo-casanare.gov.co o
contactenos@pazdeariporo-casanare.gov.co ; teléfono: (+57) 8 637 4233
Ext. 122 y 123.

- NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO: Dirección: Calle 7 N°
10-46 del municipio de Paz de Ariporo Casanare; Email: no se conoce ;
Teléfono: 313 415 9519

- JAVIER VARGAS SALAMANCA: Dirección:Calle 4 Nº 9-15 de Paz de
Ariporo Casanare ; Email: decas.dpazdeariporo@policia.gov.co; teléfono:
3106667812.

- EJÉRCITO NACIONAL: Dirección: Carrera 54 # 26 - 25 | Bogotá D.C;
Teléfono: 601 221 6336 / 601 222 0950 / 601 426 1499; Email:
peticiones@pqr.mil.co

- LA POLICÍA NACIONAL: Dirección: Carrera. 59 N° 26-21 de la Ciudad de
Bogotá ; Email:lineadirecta@policia.gov.co ; teléfono: 15159000

mailto:arico.asesoriasjuridicas@gmail.com
mailto:decas.dpazdeariporo@policia.gov.co
https://www.google.com/search?q=policia+nacional+de+colombia+direccion+y+telefono+correo&rlz=1C1CHBF_esCO1008CO1008&sxsrf=ALiCzsYcuqwXe1rBJIynm6LGdbV8PizxYQ%3A1661464268444&ei=zO4HY_XTGrD9wbkPy9e1qAY&ved=0ahUKEwj16Zvc_OL5AhWwfjABHctrDWUQ4dUDCA4&uact=5&oq=policia+nacional+de+colombia+direccion+y+telefono+correo&gs_lcp=Cgdnd3Mtd2l6EAMyBQghEKABMgUIIRCgAToHCAAQRxCwAzoICCEQHhAWEB1KBAhBGABKBAhGGABQ_ANY6wxg2g1oAXABeACAAewBiAGNCJIBBTAuMS40mAEAoAEByAEIwAEB&sclient=gws-wiz#


- EL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF:
Dirección: Calle 7 N° 10-46 del municipio de Paz de Ariporo Casanare;
Email:  no se conoce  ; Teléfono: 313 415 9519

Cordialmente,

LUIS ARIEL ORTIZ RIOS
C.C. N° 96.191.704 de Paz de Ariporo Casanare

MARCY NAYIBE BERNAL
C.C. N° 23.795.828
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República de Colombia 

Rama Judicial  
Distrito Judicial de Yopal 

Juzgado Promiscuo del Circuito de Paz de Ariporo Casanare 
 
 
 

Radicación:  85250-31-89-001-2022-00177-00 
Demandante: LUIS ARIEL ORTIZ RÍOS, MARCY NAYIBE 

BERNAL (LUIS ALEJANDRO ORTIZ BERNAL) 
Demandado: Ejercito Nacional de Colombia, Policía 

Nacional de Colombia, Agencia Nacional 
de Tierras, Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar ICBF, Alcaldía 
Municipal de Paz de Ariporo, Inspección 
de Policía de Paz de Ariporo, Jaime 
Ricardo Forero Abril, Andrés Felipe Rico 
Camargo, Wilder Burgos León, Ligia 
María Ríos Carvajal, Norma Yamile 
Villamizar Mendivelso, Javier Vargas 
Salamanca 

Proceso: Acción de Tutela 
Decisión: Deniega por improcedente 

 

 

Paz de Ariporo, nueve (09) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

DEL ASUNTO A RESOLVER  

 

 

Se resuelve la acción de tutela interpuesta por LUIS ARIEL 

ORTIZ RIOS y MARCY NAYIBE BERNAL, actuando en nombre propio 

y en representación del menor Luis Alejandro Ortiz Bernal en contra 

de EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA, POLICÍA NACIONAL DE 

COLOMBIA, AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF, ALCALDÍA 

MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO, INSPECCIÓN DE POLICÍA DE 

PAZ DE ARIPORO, JAIME RICARDO FORERO ABRIL, ANDRÉS 

FELIPE RICO CAMARGO, WILDER BURGOS LEÓN, LIGIA MARÍA 

RÍOS CARVAJAL, NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO y 
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JAVIER VARGAS SALAMANCA, por la presunta vulneración de los 

derechos primarios a la “dignidad humana, debido proceso, propiedad 

privada, vivienda y prevalencia del interés superior de los derechos de 

los niños, niñas y adolescentes”; tramite del que se entero a las partes 

e intervinientes del proceso policivo 009-2020. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

Se hace uso del mecanismo constitucional de defensa de 

derechos fundamentales consagrado en el artículo 86 de la C.N., con el 

fin de obtener la protección de los derechos y garantías esenciales 

presuntamente vulneradas por las entidades fustigadas, y, en 

consecuencia, solicitan los petentes: “Tutelar a nuestro favor los derechos 

fundamentales a la dignidad humana, debido proceso, propiedad privada, vivienda, 

prevalencia del interés superior de los derechos de los niños, niñas y adolescentes 

consagrados en nuestra Constitución Política de 1991. (…) ORDENAR a los accionados 

reintegrar a nuestro favor el bien inmueble conocido como LA GRAN MANZANA, de la 

vereda LA VEREMOS del municipio de PAZ DE ARIPORO CASANARE, el cual cuenta 

con un área aproximada de 20 hectáreas más 1944.861 metros cuadrados (…) 

ORDENAR a los accionados reparar económicamente los perjuicios materiales (…) 

morales (…) causados con las actuaciones desplegadas el día 10 de agosto del año 

2022 (…) Tutelar a nuestro favor cualquier otro derecho fundamental que se evidencie 

vulnerado”. 

 

Apoyan su reclamo con exactitud en la situación fáctica 

que pasa a mencionarse así: 

 

Exponen que desde hace un poco más de quince (15) años 

los señores LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN 

CARLOS ORTIZ RIOS, JAIME ALBERTO ORTIZ RIOS (hijos) y LIGIA 

MARIA RIOS CARVAJAL (madre), entraron en posesión del inmueble 

denominado Villa María ubicado en la Vereda la Veremos de esta 

municipalidad, con un área de terreno aproximada de 204 3472 metros 

cuadrados, distinguido con matrícula inmobiliaria número 475-26607 
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de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo 

Casanare. 

 

Refieren que su progenitora LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL 

solicitó ante el INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL -

INCODER, la adjudicación del predio baldío mencionado en 

precedencia (23 de noviembre de 2009), adjudicación que efectivamente 

tuvo lugar con la emisión de la Resolución No.086 del 28 de octubre de 

2011 en su favor, desconociendo el derecho de los demás poseedores; 

sin embargo, persistió la posesión de estos. 

 

Señalan que con ocasión a la posesión ejercida por LUIS 

ARIEL ORTIZ RIOS, RODOLFO ORTIZ RIOS, JUAN CARLOS ORTIZ 

RIOS, JAIME ALBERTO ORTIZ RÍOS, la favorecida LIGIA MARIA RIOS 

CARVAJAL, impetro querella policiva ante la Inspección Municipal de 

Policía de Paz de Ariporo-Casanare, trámite al que le fue asignada la 

radicación No.009-2020, asunto que giró respecto a un lote de terreno 

con área aproximada de seis (6) hectáreas que hace parte del referido 

predio Villa María. 

 

Mencionan que desde hace aproximadamente doce (12) 

años ingresaron a ocupar y poseer el pedio baldío denominado “La Gran 

Manzana” ubicado en la Vereda la Veremos de Paz de Ariporo – 

Casanare, el cual comprende un área aproximada de 20 hectáreas más 

1944.861 metros cuadrados. 

 

Indican que en virtud de la posesión ejercida han realizado 

mejoras al inmueble tales como la construcción de una casa de 

habitación donde además de aquellos también residía su menor hijo, 

desarrollando como actividad la de crianza de semovientes bovinos los 

cuales servían para el sostenimiento del núcleo familiar, explotándolo 

económicamente con la venta de pastos y el arrendamiento de potreros. 
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Manifiestan que el pasado 29 de septiembre de 2020, la 

Inspección Municipal de Policía de esta localidad adelantó inspección 

ocular sobre el predio Villa María, diligencia que tuvo lugar al ser 

decretada al interior de la querella policiva, más no sobre el predio 

poseído, habiéndose designado como perito a Luis Oswaldo Guerrero 

Lugo con el fin que rindiera dictamen donde se incluyera la 

identificación del predio, alinderación, estado y mejoras existentes. 

 

Aluden que la Inspección Municipal de Policía de Paz de 

Ariporo – Casanare emitió la Resolución No.011 del 06 de octubre de 

2021, mediante la cual amparó los derechos de la querellante LIGIA 

MARIA RIOS CARVAJAL, decisión que no emitió orden alguna que 

afectara el predio “La Gran Manzana”; sin embargo, la misma fue objeto 

de recurso de apelación por parte de los querellados.  

 

Reseñan que mediante la Resolución No.300.52 – 444 

fechada 30 de diciembre de 2021 la Alcaldía Municipal de Paz de 

Ariporo – Casanare confirmó la opugnación impetrada sobre la decisión 

primigenia, por consiguiente, fue señalada como fecha para llevar a 

cabo la diligencia de entrega del predio “Villa María” el día 09 de agosto 

hogaño, calenda en la cual no concurrió nadie para su adelantamiento; 

sin embargo, indica que el día 10 del mismo mes y año los querellados 

comparecieron en compañía de representante del Instituto Colombiano 

de Bienestar Familiar, miembros del Ejército Nacional y Policía 

Nacional al bien inmueble denominado VILLA MARIA, a fin de llevar a 

cabo la entrega en cumplimiento a la Resolución No. 011 del 06 de 

octubre del año 2021. 

 

Aseguran que finalizada la precitada diligencia sobre el 

predio Villa María, el abogado ANDRES FELIPE RICO CAMARGO en 

compañía de miembros de la fuerza pública, se dirigieron a su predio 

donde les fue requerido el desalojo; sin embargo, mencionan que ante 

la ausencia de orden judicial o administrativa que ordenará el cometido 

pretendido, presentaron oposición a la diligencia de entrega siendo 
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retenido el tutelante por parte de la fuerza pública con la finalidad que 

no obstaculizara la “extracción de las personas, animales y cosas que 

se encontraban en el bien inmueble denominado La Gran Manzana de la 

Vereda La Veremos del municipio de Paz de Ariporo - Casanare”.  

 

Aduce que en su sentir el profesional en derecho que 

gerencia los intereses del querellante suministro información errónea a 

los miembros de la fuerza pública, ejecutando una decisión 

administrativa ilegal, toda vez que el predio “La Gran Manzana” es un 

inmueble colindante al predio “Villa María”, fuera del área de terreno 

objeto del trámite policivo, que con ocasión a la diligencia fueron 

extraídos poco más de 26 semovientes bovinos habiéndose dispuesto 

dejarlos “en libertad sobre la de acceso de la vereda La Veremos (sic)”; 

sin embargo, en aras de evitar daños y perjuicios respecto del ganado 

bajo su custodia, aquellos fueron trasladados al inmueble denominado 

“Buenos Aires” ubicado en la misma vereda y municipalidad de 

propiedad del señor Segundo Albeiro Hernández, amén del 

derribamiento de la casa de habitación en aquel levantada. 

 

Finalizan el sustento fáctico señalando que la actuación 

desplegada de manera general por los involucrados constituye una vía 

de hecho generando un perjuicio irremediable al despojarlos de su 

vivienda, al no haberse limitado la diligencia de entrega al bien y área 

objeto de querella, viéndose actualmente obligados a ubicar un sitio 

para su residencia, cercenando la posibilidad de continuar 

desarrollando su actividad económica, poniendo en riesgo su mínimo 

vital y el de su núcleo familiar.  

 

Al llamado del Juez de Tutela acudió LIGIA MARIA RIOS 

CARVAJAL, a través de apoderado judicial, quien expone: 

 

Liminarmente se declare la improcedencia de la presente 

acción constitucional por el principio de subsidiariedad en la medida 

que los accionantes cuentan con otros mecanismos idóneos para la 
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protección aquí invocada. Adicionalmente peticiona se compulse copias 

ante la Fiscalía General de la Nación con el fin que se investigue al 

accionante por los presuntos punibles endilgados en el libelo 

incoatorio. 

 

Colofón a lo anterior y como fundamento fáctico expone 

haber adelantado querella policiva en favor de su representada por 

comportamientos contrarios a la posesión y mera tenencia sobre el 

predio denominado Villa María, el cual contaba con una cabida inicial 

de 204 hectáreas, 3472 metros con título más 20 hectáreas más 1944 

metros baldíos o sin títulos de propiedad, habiendo solicitado la 

salvaguarda de la posesión que ha ejercido su poderdante sobre el bien. 

 

Menciona que dentro de la actuación desplegada fue 

respetado el derecho al debido proceso de ambos extremos litigiosos, 

que la Inspección Municipal de Policía de Paz de Ariporo - Casanare 

emitió la resolución No.011 de fecha 06 de octubre de 2021, amparando 

los derechos de posesión de la querellante, decisión confirmada por la 

Alcaldía Municipal de esta localidad mediante Resolución No. 300.52-

444 de fecha 30 de diciembre de 2021. 

 

Señala que, LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, JUAN CARLOS 

ORTIZ RIOS Y RODOLFO ORTIZ RIOS, posterior a la práctica de 

inspección judicial y a los fallos de primera y segunda instancia, 

trasladaron los actos perturbatorios de un lado para otro del predio 

VILLA MARIA, pretendiendo evadir el cumplimiento de la resolución 

emitida por la autoridad de policía, diligencia de entrega que se 

materializo el pasado 10 de agosto del año 2022, sin la presencia de los 

querellados. 

 

Refiere que posterior a la entrega, le fue solicitado a LUIS 

ARIEL ORTIZ RIOS, diera cumplimiento a lo ordenado por el ente 

municipal, desatándose una agresión física al profesional en derecho 

Andrés Felipe Rico Camargo, como respaldo probatorio allega video 
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grabación, situación que desencadenó en la captura del accionante por 

constituir un peligro para la integridad física para todos los asistentes, 

accionante que posterior a lo sucedido informó que entregaría de 

manera voluntaria el predio perturbado, procediendo en asocio con su 

cónyuge a desmantelar la construcción artesanal levantada. 

 

Concluye su intervención manifestando haber sido víctima 

de amenazas por parte de los querellados, que lo pretendido por 

aquellos radica en apropiarse de lo bienes de su progenitora, 

desconociendo flagrantemente que no existe ley en Colombia que 

obligue a como ellos lo pretenden “heredar en vida” o “entregarles la 

herencia” porque necesariamente el derecho a heredar nace con el 

fenómeno jurídico de la muerte, situación que aún no acontece. 

 

Departamento de Policía de Casanare 

 

A través de su comandante señalo que la Estación de 

Policía de Paz de Ariporo-Casanare bajo los preceptos normativos 

constitucionales sí realizo presencia como lo indican los accionantes 

obedeciendo una orden de policía emanada del Inspector de Policía. 

 

Arguye que la Policía Nacional no es la autoridad 

competente para determinar el estado actual de esos terrenos, 

situación que debe ser analizada por las autoridades accionadas. 

 

Considera que su institución detenta falta de legitimación 

en la causa por pasiva, pues en ningún momento el accionante señalo 

la trasgresión a derechos fundamentales, pues la única función de 

policía realizada fue conservar la tranquilidad y la armonía entre los 

intervinientes siempre aplicando la mediación policial. 

 

Depreca la desvinculación de la Policía Nacional al no ser 

de su resorte determinar si hay responsabilidad administrativa o no 

por parte de las autoridades de policía del municipio de Paz de Ariporo. 
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Con relación a los accionados EJERCITO NACIONAL DE 

COLOMBIA, AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF, ALCALDÍA 

MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO, INSPECCIÓN DE POLICÍA DE 

PAZ DE ARIPORO, JAIME RICARDO FORERO ABRIL, WILDER 

BURGOS LEÓN, NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO y 

JAVIER VARGAS SALAMANCA, pese a estar debidamente notificados 

no emitieron pronunciamiento alguno frente al particular, guardando 

silencio. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

1. Competencia.  

 

 

Este operador jurídico es competente para conocer la 

acción de amparo en PRIMERA INSTANCIA, de acuerdo con los 

Decretos 2591 de 1991, 1382 de 2000, 1983 de 2017 y 333 de 2021. 

 

En los términos del art. 86 de la C. N., la capacidad 

procesal y la legitimación para interponer la acción de tutela la tienen 

todas las personas naturales y jurídicas, nacionales y extranjeras, 

públicas y privadas, sin que se sugiera restricción alguna. Puede 

interponer la acción de tutela la persona por sí misma o por quien actúe 

a su nombre, de la siguiente manera: La persona directamente afectada 

por la vulneración o amenaza del derecho, el apoderado judicial 

(derecho de postulación), el Agente oficioso cuando el titular de los 

derechos no esté en condiciones de promover su propia defensa, el 

representante legal, los tutores o curadores del menor, el defensor de 

pueblo en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que este en 

situación de desamparo o indefensión, los Personeros Municipales, y el 

Procurador General de la Nación. Por lo tanto, Luis Ariel Ortiz Ríos y 
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Marcy Nayibe Bernal les asiste legitimación para demandar en nombre 

propio y el de su menor hijo al considerar quebrantados sus derechos 

fundamentales por parte de las entidades cuestionadas. 

 

 

2. De los derechos conculcados. 

 

 

El artículo 29 de la Constitución Política consagra el 

derecho fundamental al debido proceso, haciendo extensiva su 

aplicación “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. 

 

La Corte Constitucional ha reiterado1 su criterio en cuanto 

a que el objetivo primordial de este derecho radica en “brindar protección 

al individuo sometido a cualquier proceso, de manera que durante el trámite se puedan 

hacer valer sus derechos sustanciales y se logre el respeto de las formalidades propias 

del juicio, asegurando con ello una recta y cumplida administración de justicia” 

 

Entonces, conforme a lo señalado por la jurisprudencia, el 

derecho al debido proceso y las garantías que lo integran tiene un 

ámbito de aplicación que se extiende definitivamente a toda clase de 

actuaciones, juicios y procedimientos, que conlleven consecuencias 

para los ciudadanos, de modo que a éstos se les debe garantizar la 

totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. 

 

De modo similar en Sentencia C-980 de 20102 esa Alta 

Corporación, precisó:  

 

“La misma jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho 

fundamental al debido proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación 

judicial o administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento 

previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las 

garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación 

 
1 Corte Constitucional Sentencia C-315 de 2 de mayo de 2012. Magistrado Ponente: María Victoria Calle 
Correa. 
2 Corte Constitucional Sentencia C-980 de primero de diciembre de 2010. M.P. Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo. 
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jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 

modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una sanción"(Subraya 

fuera de texto) 

 

Ahora, en lo que atañe al carácter jurisdiccional de las 

actuaciones policivas la Corte Constitucional en Sentencia T-367 de 

17 de junio de 2015 en tratándose de procesos policivos señaló que las 

providencias proferidas en su interior tienen el carácter de 

jurisdiccionales y se estableció la necesidad de analizar el 

cumplimiento de las causales genéricas y específicas de procedencia de 

la acción de tutela, así: 

 

“…cuando se trata de procesos policivos para amparar la posesión, la 

tenencia, o una servidumbre, las autoridades de policía ejercen función jurisdiccional y 

las providencias que dicten son actos jurisdiccionales (…) 

 

Al respecto ese Tribunal ha establecido, de manera 

reiterada, que cuando se trata de procesos policivos la acción de tutela 

es procedente, cuando se configure una vulneración grave de algunas 

de las garantías que conforman el derecho al debido proceso, siempre 

y cuando sea superado el análisis de las causales genéricas y 

específicas de su procedencia.” 

 

En el mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencia 

T-302 de 2011, decanto: 

 

“La jurisprudencia de esta corporación ha señalado de manera reiterada 

que en los procesos policivos que tienen como finalidad amparar la posesión, la tenencia 

o una servidumbre, las autoridades de policía ejercen funciones jurisdiccionales y las 

providencias que profieran son actos jurisdiccionales, que no son susceptibles de 

control por la justicia de lo contencioso administrativo. De tal suerte que cuando se 

alegue la vulneración o amenaza de derechos fundamentales con las actuaciones de 

las autoridades de policía en los mencionados procesos, dada la naturaleza material 

de actos jurisdiccionales predicable de las mismas, la procedencia de la acción de 

tutela, está condicionada al cumplimiento de los requisitos formales y de las causales 

específicas de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales. En este 

sentido, el medio judicial idóneo y eficaz para lograr la protección de los derechos 
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fundamentales vulnerados o amenazados con las decisiones proferidas por las 

autoridades de policía en los mencionados procesos, es la acción de tutela. Medio de 

defensa judicial, se insiste, cuya procedencia, debe seguir los criterios fijados por esta 

corporación para el enjuiciamiento constitucional de las providencias judiciales.” 

 

Por último, el máximo órgano de cierre constitucional ha 

establecido dentro de su jurisprudencia (Sentencia C-590 del 8 de junio 

de 2005) los requisitos generales y especiales de procedibilidad de 

la Acción de Tutela en contra de providencias judiciales, cuales son: 

 

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 

constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar 

cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de 

involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones[6]. En 

consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa 

porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia 

constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- 

de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la 

consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[7]. De allí que sea un deber 

del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico 

le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción 

de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar 

las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la 

jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un 

desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 

originó la vulneración[8]. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela 

proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los 

principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones 

judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como 

mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos. 

 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que 

la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que 

afecta los derechos fundamentales de la parte actora[9]. No obstante, de acuerdo con 

la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave 
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lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas 

susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales 

derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por 

ello hay lugar a la anulación del juicio. 

 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos 

que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal 

vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[10]. Esta 

exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas 

exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí 

es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de 

derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso 

y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de 

sus derechos. 

 

f. Que no se trate de sentencias de tutela[11]. Esto por cuanto los 

debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de 

manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un 

riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las 

sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan 

definitivas.”  

 

De igual forma, en la sentencia C-590 del 8 de junio de 

2005, además de los requisitos generales, se señalaron las causales de 

procedibilidad especiales o materiales del amparo tutelar contra las 

sentencias judiciales. Estas son: 

 

“…Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que 

proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la 

existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar 

plenamente demostradas.  

 

En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que 

proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, 

al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 

profirió la providencia impugnada carece, absolutamente, de competencia para ello. 
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b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio 

que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide 

con base en normas inexistentes o inconstitucionales[13] o que presentan una evidente 

y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

 

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima 

de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión 

que afecta derechos fundamentales. 

 

f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los 

servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad 

de su órbita funcional. 

 

g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por 

ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 

fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. 

En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica 

del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

 

h. Violación directa de la Constitución. 

 

Estos eventos en que procede la acción de tutela contra 

decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de 

hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en 

eventos en los que, si bien no se está ante una burda trasgresión de la 

Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos 

fundamentales.”  

 

Es decir, siempre que concurran los requisitos generales y, 

por lo menos, una de las causales específicas de procedibilidad contra 

las providencias judiciales, es procedente ejercitar la acción de tutela 

como mecanismo excepcional por vulneración del derecho fundamental 

al debido proceso. 
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3. Del asunto en concreto.  

 

 

La controversia se circunscribe en determinar, si las 

fustigadas quebrantaron los derechos fundamentales de los 

reclamantes con ocasión de los fallos emitidos dentro de la querella 

policiva -comportamientos contrarios a la posesión y mera tenencia de bienes 

inmuebles- iniciada en su contra, y su consecuente diligencia de entrega. 

 

La tutela es un instrumento de carácter preferente y 

sumario previsto para la protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, 

excepcionalmente, de particulares. Por su naturaleza residual sólo 

procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial, a menos que se presente como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable. 

 

Por regla general, no resulta viable interponerla respecto 

de providencias y actuaciones de la jurisdicción, salvo que se esté en 

frente del evento anómalo en el que el juzgador adopta una 

determinación o adelanta un trámite en forma alejada de lo razonable, 

fruto del capricho o de manera desconectada del ordenamiento 

aplicable, con vulneración o amenaza de los valores jurídicos 

superiores del respectivo ciudadano, caso en el cual es pertinente que 

el juez constitucional actúe con el propósito de conjurar o prevenir el 

agravio que con la actuación censurada se pueda causar a las partes o 

intervinientes en el juicio. 

 

Para los efectos de la decisión que se adopta están 

acreditados los siguientes eventos: 

 

a.) Que el 20 de noviembre de 2007 mediante escritura 

publica No. 1164 de la Notaria Única del Circulo de Paz de Ariporo se 
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aprobó el trabajo de partición de los bienes de la causante María 

Carvajal de Ríos (Q.E.P.D); dentro de la cual se dispuso en su partida 

“tercera” asignar “entre otros” a la hoy encartada Ligia María Ríos 

Carvajal 208 hectáreas en común y proindiviso de las 1.193 hectáreas 

del predio denominado La Veremos ubicado en el área rural del 

municipio de Paz de Ariporo-Casanare. 

 

b.) Que el extinto Instituto Colombiano de Desarrollo 

Rural-INCODER- a través de resolución No. 00866 del 28 de octubre 

de 2011 adjudicó a Ligia María Ríos Carvajal 204 hectáreas + 3472 

metros cuadrados del fundo que denomino Villa María el cual hacia 

parte de un globo de mayor extensión denominado La Veremos. 

 

c.) Que Ligia María Ríos Carvajal actuando a través de 

apoderado judicial, interpuso querella policiva por comportamientos 

contrarios a la posesión y mera tenencia de bien inmueble contra 

Rodolfo Ortiz Ríos, Luis Ariel Ortiz Ríos y Juan Carlos Ortiz. 

 

d.) Que, por auto de 02 de julio de 2020, la Inspección de 

Policía de Paz de Ariporo Casanare admitió la solicitud de querella, 

siendo notificados los querellados el 13 de julio siguiente. 

 

e.) Que el 23 de julio de aquella calenda se desarrolló la 

diligencia de descargos y conciliación, resultando esta última 

fracasada. 

 

f.) Que la diligencia de inspección ocular tuvo ocurrencia el 

29 de septiembre de 2020, ulteriormente mediante auto de 21 de 

octubre se corre traslado del dictamen, experticio en el que se 

determina que el área en conflicto corresponde a 46 hectáreas que 

hacen parte del predio Villa María, sin que se presentara reparo alguno 

por el abogado de los querellados. 
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g.) Que la diligencia de recepción de testimonios se 

materializo el 03 de noviembre de 2020. 

 

h.) Mediante resolución No. 011 de 06 de octubre de 2021 

la Inspección Municipal de Policía de Tránsito y Transporte decidió 

amparar policivamente el ejercicio de la posesión de Ligia María Ríos 

Carvajal, determinación que fue opugnada bajo la premisa de no 

haberse realizado valoración fehaciente del material probatorio y 

testimonios que prueban la posesión de los hermanos Ortiz Ríos. 

 

i.) Que la alcaldía Municipal de Paz de Ariporo en 

resolución No. 300.52-444 del 30 de diciembre de 2021 confirmó la 

decisión apelada. 

 

j.) Que el 10 de agosto de 2022 se efectuó la diligencia de 

entrega del bien inmueble objeto de litis. 

 

Se negará la salvaguarda deprecada por las razones que 

pasan a mencionarse: 

 

a.-) En primer lugar, la improcedencia se configura por 

la falta de oportunidad del amparo por no estructurarse la inmediatez, 

lo que se colige de la simple confrontación de las fechas de los proveídos 

atacados frontalmente, esto es, el de 06 de octubre y 30 de diciembre 

de 2021, con la de presentación del libelo de ésta (26 de agosto de 2022) 

siendo estas determinaciones el fundamento y consecuencia de la diligencia de 

entrega, lo que permite concluir, sin hesitación alguna, que transcurrió 

un lapso superior a los seis meses, que es el plazo razonable establecido 

como de oportunidad por la jurisprudencia. 

 

La Corte Suprema de Justicia de antaño ha sentado que: 

 

“Ahora, si bien la jurisprudencia no ha señalado de manera unánime el 

término en el cual debe operar el decaimiento de la petición de amparo frente a 

decisiones judiciales por falta de inmediatez, sí resulta diáfano que éste no puede ser 
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tan amplio que impida la consolidación de las situaciones jurídicas creadas por la 

jurisdicción y, menos aún, que no permita adquirir certeza sobre los derechos 

reclamados… En verdad, muy breve ha de ser el tiempo que debe transcurrir entre la 

fecha de la determinación judicial acusada y el reclamo constitucional que se enfila 

contra ella, con miras a que éste último no pierda su razón de ser, convirtiéndose, 

subsecuentemente, en un instrumento que genere incertidumbre, zozobra y menoscabo 

a los derechos y legítimos intereses de terceros.(…) Así las cosas, en el presente evento 

no puede tenerse por cumplida la exigencia de inmediatez de la solicitud por cuanto 

supera en mucho el lapso razonable de los seis meses que se adopta, y no se demostró, 

ni invocó siquiera, justificación de tal demora por el accionante.” (Sentencia de 2 de 

agosto de 2007, exp. N° 2007-00188-01). 

 

b.-) De otro lado, las pretensiones de los tutelantes 

versan además sobre la reparación económica de perjuicios materiales 

y morales a favor de los aquí interesados, de allí salta a la vista que las 

súplicas expuestas en el libelo se centran en aspectos puramente 

económicos. 

 

Así, el tema propuesto escapa al resorte del trámite que 

ante este Juzgado se surte, dado que dependen de la aplicación de 

ordenamientos de naturaleza diferente a los contenidos en la Carta 

Política, excediendo el campo de protección que se concentra en los 

derechos fundamentales. 

 

La Corte Suprema de Justicia de vieja data ha dicho sobre 

el particular que: “[P]or otra parte, no sobra recordar que la tutela no fue instituida 

para obtener el resarcimiento de perjuicios económicos o el reconocimiento de derechos 

patrimoniales, sino que fue concebida para la protección inmediata de los derechos 

fundamentales de las personas, por eso hizo bien el Tribunal al desdeñar el amparo 

pedido” (fallo de 24 de marzo de 2011, exp. 11001-22-03-000-2011-

00111-01). 

 

c.) La acción de tutela contra las medidas policivas solo 

procede con el fin de salvaguardar el derecho al debido proceso, esto 

es, cuando se adopta la decisión sin observar las formas propias de 
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cada juicio, pues esta acción constitucional resulta ser el único 

mecanismo de defensa en este sentido3. 

 

Los asuntos relativos al derecho al dominio, posesión y 

tenencia o el debate respecto de los derechos reales o subjetivos, son 

aspectos ajenos al juicio de policía, el cual se centra en conservar el 

statu quo, y en todo caso, en la jurisdicción ordinaria se puede 

presentar dicho debate4.  

 

La naturaleza de la tutela como mecanismo subsidiario 

exige que se adelanten las acciones judiciales o administrativas 

alternativas y que, por lo tanto, no se pretenda instituir a la acción de 

tutela como el medio principal e idóneo. La Corte Constitucional ha 

determinado que no es una elección del accionante acudir al 

mecanismo previsto por el ordenamiento jurídico o interponer la acción 

de tutela, si así lo prefiere, pues, de ser así, la acción de tutela 

respondería a un carácter opcional y no subsidiario como el que le es 

propio.5 

 

Por lo tanto, dable resulta porfiar que se puede presentar 

el debate relativo al derecho al dominio, posesión y tenencia (aspectos 

ajenos al juicio de policía) en la jurisdicción ordinaria. Esto es se deben 

agotar todos los medios de defensa judicial existentes para dirimir la 

controversia, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable. 

 

En efecto, dado al carácter preventivo del derecho de 

policía, las medidas que toman los funcionarios de policía para proteger 

la posesión y tenencia de bienes no son definitivas, puesto que la 

controversia puede conocerla un juez y variar la decisión. 

 

 
3 T-061 de 2002, T-1104 de 2008, T-267 de 2011, T-423 de 2010, C-241 de 2010. 
4  T-746 de 2001, T-029 de 2012. 
5 T-367 de 2015. 
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En este caso, los actores, en realidad, no acudieron a los 

medios judiciales idóneos y eficaces para resolver el verdadero litigio en 

ciernes, cual es, la posesión, tenencia o propiedad del terreno objeto 

del amparo policivo. 

 

En tal sentido, no podían prescindir del mecanismo 

ordinario para la resolución de su conflicto, pues ello comportaría la 

desnaturalización de la acción de tutela como un mecanismo 

subsidiario y lo convertiría en principal. 

 

d.) En la tarea de administrar justicia, los jueces ordinarios 

y quienes ejercen funciones jurisdiccionales gozan de una discreta y 

razonable libertad para la exégesis del ordenamiento jurídico, motivo 

por el cual el fallador de tutela no puede inmiscuirse en sus 

pronunciamientos, a no ser que incurran en una desviación evidente o 

grosera de la ley. 

 

El planteamiento ha sido reiterado por la Corte Suprema 

de Justicia en varias oportunidades, al señalar que “…el amparo sólo se 

abre paso si ‘se detecta un error grosero o un yerro superlativo o mayúsculo que, 

abrupta y paladinamente cercene el ordenamiento positivo; cuando tenga lugar un 

ostensible e inadmisible resquebrajamiento de la función judicial; en suma, cuando se 

presenta una vía de hecho, así denominada por contraponerse en forma manifiesta al 

sistema jurídico, es posible reclamar el amparo del derecho fundamental constitucional 

vulnerado o amenazado...’” (providencia de 15 de agosto de 2013, exp. 

01802-00). 

 

Contrario a lo afirmado por los accionantes, los encartados 

sí analizaron, no sólo de manera individual, sino conjunta, el material 

probatorio recaudado, pues, como quedó visto, expresamente se 

refirieron a los documentos, testimonios, e interrogatorios que, en su 

concepto, eran suficientes para dirimir la controversia, extractando de 

ellos, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, que sí se satisfacían 

los elementos estructurales de procedencia para el restablecimiento del 

statu quo. 
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En ese orden de ideas, contrario sensu a lo plasmado en el 

escrito de tutela, el fallador natural no ignoró los medios de convicción 

obrantes en el expediente contentivo del proceso fuente de reclamo. 

Cuestión diferente es que, en ejercicio de su labor interpretativa, le 

haya dado un alcance y valoración que, si bien dista de los intereses de 

los aquí actores, no puede tildarse de vía de hecho, por cuanto, como 

viene de verse, la fundamentó debidamente. 

 

En suma, las reflexiones de la autoridad administrativa 

convocada no se muestran antojadizas, por el contrario, gozan de claro 

sustento objetivo, resultado del análisis del material probatorio 

obtenido en el curso del proceso, así la conclusión eventualmente 

pudiera ser diferente si se analizara desde otra línea interpretativa 

admisible o con elementos de persuasión distintos a los que les 

sirvieron de apoyo para la formación de su convencimiento sobre los 

puntos objeto de cuestionamiento. Luego, entonces, aunque esta 

judicatura pudiera discrepar de la tesis acogida por los fustigados, esa 

divergencia en sí misma no es motivo para calificar de vía de hecho las 

mencionadas resoluciones. 

 

Al respecto, reiteradamente se ha dicho que “no se puede 

recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de 

las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica 

valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes” 

(sentencias de 18 de abril de 2012, exp. 19001-22-13-000-2012-0009-

01; y 27 de junio del mismo año, exp. 05000-22-13-000-2012-00088-

01). 

 

Itérese, que al juez de tutela le está vedado examinar si el 

funcionario realizó la más convincente o adecuada de las 

interpretaciones, pues, tal tarea está por fuera de sus facultades, ya 

que 

 

(…) el campo en donde fluye la independencia del juez con mayor vigor 

es en cuanto a la valoración de las pruebas. Ello por cuanto el administrador de justicia 
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es quien puede apreciar y valorar, de la manera más certera, el material probatorio que 

obra dentro de un proceso, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica; 

por lo tanto, a juicio de la Corte, la regla general de que la figura de la vía de hecho 

solamente puede tener una aplicación en situaciones extremas debe ser manejada con 

un criterio restrictivo (...) de forma que sólo es factible fundar una acción de tutela, 

cuando se observa en el caso concreto, que de manera manifiesta el operador jurídico 

ejecuta un juicio irrazonable o arbitrario sobre la valoración probatoria por fuera de las 

reglas básicas de realización, práctica y apreciación, las cuales se reflejan en la 

correspondiente providencia. El error en el juicio valorativo, ha dicho esta Corte, debe 

ser de tal entidad que debe ser ostensible, flagrante, manifiesto y el mismo debe poseer 

una incidencia directa en la decisión” (Fallo de 30 de agosto de 2013, exp. 

2013-01962-00, reiterado en la STC1164-2014 de 6 de febrero, exp. 

00117-00). 

 

Por ende, al margen de que se compartan o no los 

argumentos contenidos en la providencia reprochada, pues no se trata 

de una instancia paralela, a la reseñada conclusión no se le puede 

atribuir defecto capaz de constituir una vía de hecho, toda vez que, 

como se dijo, fueron fruto de una hermenéutica respetable, y la decisión 

se apuntaló en un examen suficiente y coherente de los elementos de 

convicción arrimados al expediente, que en modo alguno sugiere la 

intervención del juez constitucional porque exista error grosero en su 

ponderación. 

 

Sobre el particular ha señalado la Corte Suprema de 

Justicia que  

 

(…) independientemente de que se comparta o no la hermenéutica del 

juzgador ello no descalifica su decisión ni la convierte en caprichosa y con entidad 

suficiente de configurar vía de hecho, pues para llegar a este estado se requiere que la 

determinación judicial sea el resultado de una actuación subjetiva y arbitraria del 

accionado, contraria a la normatividad jurídica aplicable y violatoria de los derechos 

fundamentales, circunstancias que no concurren en el asunto bajo análisis” 

Sentencia de 27 de septiembre de 2013, exp. 02177-00, reiterada en la 

STC2019-2014 de 20 de febrero, exp. 00255-00). 
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Coherente con lo anterior, esta instancia judicial por vía 

constitucional mal puede desconocer la decisión tomada por el 

accionado, máxime cuando en los campos de la hermenéutica jurídica 

debe tener plena eficacia el soberano contorno funcional de los 

administradores de justicia, de acuerdo con los principios de 

autonomía e independencia judicial (artículos 228 y 230 Superiores). 

 

e.) Adicionalmente, no avizora la Judicatura una amenaza 

que amerite la concesión de la salvaguarda temporalmente, pues, como 

se ha reiterado, no basta con anunciar que se está causando un daño 

irreparable, como la hace los querellantes, sino que es necesario 

demostrarlo, máxime, cuando lo que se reprocha es una actuación 

judicial que se presume legal, veraz, acertada y constitucional. 

 

En ese sentido, ha sostenido la jurisprudencia que “teniendo 

en cuenta que se apuntó desde la incoación de este amparo para evitar un perjuicio 

irremediable, pertinente resulta advertir que por no haberse demostrado las 

circunstancias necesarias para concederlo en esos términos, es improcedente la 

protesta materia de estudio, toda vez que no se encuentra probado el menoscabo…, ni 

lo alegado cumple con las características de gravedad inminencia y urgencia de tal 

detrimento” (CSJ SC 4 de abril de 2011, exp. 00116-01). 

 

Lo anterior se refuerza con el hecho de que  

 

(…) en principio, la práctica de una diligencia de entrega no constituye 

un perjuicio irremediable, en tanto que esa circunstancia, por sí misma, no es 

demostrativa de que se vulneren los derechos fundamentales …De hecho, ese tipo de 

medidas responde a órdenes legítimas de autoridades jurisdiccionales que no pueden 

ser supeditadas al ejercicio de la acción de tutela, porque en todo caso, el juez 

constitucional no podría impedir que se cumplan los mandatos dictados por los 

juzgadores de instancia en ejercicio de sus atribuciones legales (CSJ, SC, 29 de 

noviembre de 2006, citada el 13 de agosto de 2013, exp. 01739-00). 

 

Por último, si alguno de los contendientes estima que su 

respectivo oponente incursionó en comportamientos constitutivos de 

faltas penales, le incumbe poner en conocimiento el hecho ante los 
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funcionarios competentes y allegar los elementos de convicción 

necesarios, asumiendo su responsabilidad por la denuncia. 

 

Frente a este aspecto, la Corte Suprema de Justicia resaltó 

que  

 

“…si el aquí convocante estima que alguno de los intervinientes incurrió 

en conductas disciplinarias y penales que deben averiguarse, y cuenta con los 

elementos y argumentos necesarios para sostener su denuncia, está facultado para 

radicar en forma directa la noticia criminal o sancionatoria respectiva, haciéndose por 

supuesto responsable de su gestión y consecuencias.” (Sentencia de 26 de 

septiembre de 2013, exp. 01425-03; reiterada en la STC339-2014 de 

22 de enero de 2014, exp. 00003-00). 

 

Por consiguiente, se desestimará la protección deprecada. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Promiscuo del 

Circuito de Paz de Ariporo Casanare, administrando justicia en 

nombre del pueblo, y por mandato de la ley, 

 

 

R E S U E L V E 

 

 

PRIMERO. DENEGAR POR IMPROCEDENTE el amparo 

de los derechos fundamentales invocados en la acción de tutela 

impetrada por LUIS ARIEL ORTIZ RIOS y MARCY NAYIBE BERNAL, 

actuando en nombre propio y en representación del menor Luis 

Alejandro Ortiz Bernal en contra de EJERCITO NACIONAL DE 

COLOMBIA, POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA, AGENCIA NACIONAL 

DE TIERRAS, INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

ICBF, ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO, INSPECCIÓN DE 

POLICÍA DE PAZ DE ARIPORO, JAIME RICARDO FORERO ABRIL, 

ANDRÉS FELIPE RICO CAMARGO, WILDER BURGOS LEÓN, LIGIA 

MARÍA RÍOS CARVAJAL, NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO 

mailto:rdcmjprctopazdeariporo@cendoj.ramajudicial.gov.co


Sentencia T-045 

Tutela 1ª Instancia 

Rad. 85250-31-89-001-2022-00177-00 

Luis Ariel Ortiz Ríos y otros 

Página 24 de 24 
República de Colombia, Paz de Ariporo Casanare. 

E-MAIL:  rdcmjprctopazdeariporo@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Calle 14 N. 9-20, Teléfono: 321-910-18-68 

 

y JAVIER VARGAS SALAMANCA; por las razones insertas en la parte 

motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO. En firme el fallo y de no ser impugnado, 

remítase a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, 

de no resultar seleccionada para tal efecto, archívese. 

 

TERCERO. NOTIFÍQUESE esta sentencia de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 GUILLERMO VELÁSQUEZ MENDOZA 
Juez Promiscuo del Circuito 
Paz de Ariporo – Casanare 
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Honorables magistrados:

TRIBUNAL SUPERIOR DE YOPAL CASANARE

E S D

REFERENCIA : ACCION DE TUTELA 85250-31-89-001-2022-00177-00

ACCIONANTE : LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, MARCY NAYIBE BERNAL

(LUIS ALEJANDRO ORTIZ BERNAL).

ACCIONADO : EJERCITO NACIONAL- POLICÍA NACIONAL-

INSPECCIÓN MUNICIPAL DE POLICÍA DE PAZ DE

ARIPORO CASANARE Y OTROS.

LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, mayor de edad, con domicilio y residencia en el

municipio de Paz de Ariporo Casanare., de nacionalidad colombiano,

identificado con la cédula de ciudadanía número 96.191.704 de Paz de

Ariporo Casanare y MARCY NAYIBE BERNAL, mayor de edad, con domicilio

y residencia en el municipio de Paz de Ariporo Casanare, de nacionalidad

colombiana, identificada con la cedula de ciudadania numero

23.795.828,actuando en nuestro nombre propio y al mismo tiempo en

nombre y representación de nuestro menor hijo LUIS ALEJANDRO ORTIZ

BERNAL, menor de edad, identificado con NIUP numero 1.115.857.506

actuando en nuestra condición de ACCIONANTES al interior de la acción

pública de tutela de la referencia., en forma respetuosa me dirijo al

Despacho para presentar IMPUGNACIÓN en contra del fallo de fecha 09 de

Septiembre de 2022, notificado por correo electrónico el día 12 de

septiembre del presente año, mediante el cual denegó la protección de

nuestros derechos fundamentales, lo cual de la siguiente forma:

PETICIONES

1. Pido a los Honorables Magistrados del Tribunal Superior de Yopal -

Casanare, REVOCAR en su totalidad el fallo de primera instancia

mediante el cual se declaró improcedente la acción constitucional por

mi presentada actuando en nombre propio y en representación de mi

menor hijo.

2. Como consecuencia de lo anterior, tutelar a nuestro favor los

derechos fundamentales señalados en el escrito de amparo



presentado.

3. Igualmente y como consecuencia de lo anterior, ordenar a las

personas y entidades accionadas reivindicar a nuestro favor la

ocupación y posesión que teníamos sobre el predio conocido como la

Gran Manzana de la Vereda La Veremos del Municipio de Paz de

Ariporo.

4. Conceder igualmente las demás de las peticiones elevadas en el

escrito de tutela.

ARGUMENTOS DE SUSTENTACIÓN

La acción constitucional de la tutela, fue un mecanismo implementado por

el constituyente de 1991 en búsqueda de blindar y efectivizar la protección

de los derechos fundamentales frente a las actuaciones de particulares y

especialmente respecto de las actuaciones desplegadas por autoridades

públicas, fundamento filosófico que debe ser tenido en cuenta por el

Juzgador Constitucional en cada uno de los casos que a su cargo se

presentan para resolver.

En igual aspecto tuvo fundamento la determinación del derecho al acceso a

la administración de justicia, lo cual ha sido objeto de diversos

pronunciamientos tendientes a instituir al Juez de conocimiento de una

serie de deberes y responsabilidades de consonancia constitucional, tales

como la debida interpretación de la demanda o petición, el examen profundo

de las circunstancias fácticas que sustentan el escrito y el ejercicio de las

facultades oficiosas en materia probatoria tendiente a la verificación y

comprobación del problema jurídico a resolver.

Al respecto, la Honorable Corte Suprema de Justicia, en proveído de fecha

31 de Octubre de 2001, al interior del expediente 5906, indicó:

el juez debe interpretar la demanda en su conjunto, con criterio jurídico,

pero no mecánico, auscultando en la causa para pedir su verdadero

sentido y alcance, sin limitarse a un entendimiento literal, porque debe

trascenderse su misma redacción, para descubrir su naturaleza y

esencia, y así por contera superar la indebida calificación jurídica que

eventualmente le haya dado la propia parte demandante. Tales hechos,

ha dicho la Corte, son los que sirven de fundamento al derecho



invocado y es sobre la comprobación de su existencia y de las

circunstancias que los informan sobre que habrá de rodar la

controversia´ (Sentencia de 2 de diciembre de 1941). Si están probados

los hechos, anotó en otra ocasión, `incumbe al juez calificarlos en la

sentencia y proveer de conformidad, no obstante los errores de las

súplicas: da mihi factum, dabo tibi ius´

En el caso que aquí nos ocupa, se hace evidente la indebida interpretación

de los hechos narrados ante el juez constitucional de primera instancia,

circunstancia que se desprende inclusive desde la formulación del problema

jurídico a resolverse, el cual, en el sentir del Juzgado Promiscuo del Circuito

de Paz de Ariporo Casanare, quien determinó tal así:

“La controversia se circunscribe en determinar, si las fustigadas

quebrantaron los derechos fundamentales de los reclamantes con

ocasión de los fallos emitidos dentro de la querella policiva

-comportamientos contrarios a la posesión y mera tenencia de bienes

inmuebles- iniciada en su contra, y su consecuente diligencia de

entrega.”

Como es de conocimiento, las diferentes técnicas de interpretación jurídica

para la resolución de casos existentes, implican la formulación de un

problema jurídico a partir del cual deben identificarse los derechos

implícitos en la actuación a fin de llevar a cabo el test de ponderación

pertinente y de tal forma brindar una solución al litigio en estudio.

Bajo el anterior planteamiento, la indebida formulación del problema

jurídico del asunto, no constituye únicamente una irregularidad de carácter

procesal sin incidencia alguna, sino que por el contrario conlleva a una

trasgresión total de la recta y debida administración de justicia, lo que

comúnmente ha sido enmarcado en el error jurisdiccional que la ley 270 de

1992 se ha encargado de definir, e inclusive logra generar una vulneración y

desconocimiento inminente a derechos humanos internacionalmente

reconocidos y protegidos.

Contrario a lo afirmado por el Juzgado de primera instancia, las molestias

puestas en conocimiento no se derivan del análisis de la legalidad de los

actos administrativos de fallo de la querella policiva que cursó ante la

Inspección de Policía de Paz de Ariporo Casanare, ni menos frente a la

resolución número 300.52 – 444 fechada 30 de diciembre de 2021 la

Alcaldía Municipal de Paz de Ariporo – Casanare, mediante la cual se desató

el recurso de alzada interpuesto, sino, que tal y como en forma reiterada se

plasmó en escrito de tutela se desprenden del actuar indebido de los



accionados en medio de una operación administrativa de cumplimiento o

materialización del fallo.

En aras de ilustrar mejor, debe recordarse que la operación administrativa

ha sido definida como todo actuar derivado de una orden debidamente

impartida mediante un acto administrativo con fuerza de ejecutividad y

ejecutoriedad y cuyos límites y condiciones deben determinarse en forma

específica en el mismo acto declaratorio de la voluntad de la administración.

Tal y como de las piezas procesales aportadas junto con el escrito de tutela

quedó probado y fue debidamente admitido por el despacho y la accionante

LIGIA RIOS, el unico bien inmueble que constituía el objeto del proceso

policivo interpuesto, era el distinguido con folio de matrícula inmobiliaria

número 475-26607 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de

Paz de Ariporo y al cual se le ha conocido como “Villa Maria”.

El yerro anteriormente anotado, igualmente conllevó a una indebida

solución del asunto a resolverse, por cuanto se expuso como fundamento

principal de la negatoria de las peticiones los parámetros y lineamientos

desarrollados entre otros pronunciamientos por la sentencia C-590 DE

2005, mismos que notoriamente no constituyen fundamento válido para la

resolución del conflicto, pues como en líneas anteriores se dejó establecido,

el fin de la acción constitucional impetrada no tiene por objeto el debate de

la legalidad de la actuación adelantada al interior de la querella policiva.

No obstante lo anterior, los parámetros de prosperidad de la acción de tutela

y los defectos determinados en el mencionado precedente judicial para la

proposición de la acción de amparo frente actuaciones judiciales si se hacen

necesarios en la presente impugnación a fin de resaltar la necesidad de

revocar el fallo de tutela proferido como se verá.

Ha sido reconocido por la Honorable Corte Constitucional que uno de los

principales factores que conllevan a la procedencia de la acción de tutela es

el perjuicio irremediable, entendido este como la ocurrencia de un hecho

que de no ser corregido en el momento oportuno puede conllevar a la

ineficacia del derecho fundamental reconocido, así, como se puso en

conocimiento del juez constitucional de primera instancia, al interior del

predio conocido como “La Gran Manzana” existía una casa de habitación, la

cual cumplia con el deber de ser mi hogar, el de mi esposa y hijo menor de

edad, cuestión que en ninguno de los apartes del fallo recurrido fue objeto

de mención, ni mucho menos de analisis.



La afectación a la vivienda, no puede ser entendida como un simple daño de

carácter material o patrimonial resarcible, sino que debe ser estudiado a

partir de los mandatos superiores de la Carta política y bajo el entendido de

la especial protección a institución de la familia como núcleo fundamental

de la sociedad y la prelación de los derechos de los niños, niñas y

adolescentes.

De otra parte en cuanto al factor de inmediatez, en controversia a lo aludido

por el Despacho de primera instancia, tampoco puede darse aplicación a la

regla de 6 meses existente frente a providencias judiciales, pues como se

reafirma la vulneración se deriva netamente de la operación administrativa,

la cual tuvo ocurrencia el día 10 de Agosto de 2022.

De otra parte, el fallo emitido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Paz

de Ariporo indudablemente incurrió en defecto fáctico absoluto, lo cual se

puede poner en evidencia así:

- DESCONOCIMIENTO DE LAS PRUEBAS QUE DEMUESTRAN LA

FALTA DE IDENTIDAD ENTRE EL PREDIO LA GRAN MANZANA Y

EL PREDIO VILLA MARIA.

A lo largo del escrito de tutela, fueron plasmados en forma concreta y

determinada hechos tendientes a ilustrar al Juez de primera instancia

respecto de la inexistencia de identidad entre el predio que fue objeto de

amparo policivo y el predio respecto del cual fuimos desalojados los

accionantes.

Lo anterior, fue indicado al establecerse que luego de haberse llevado a cabo

la diligencia al interior del predio VILLA MARÍA, fue el abogado ANDRÉS

FELIPE RICO quien se encargó de movilizar a los miembros de la fuerza

pública con la autorización del inspector de policía designado hacia el predio

conocido como “La Gran Manzana” sobrepasando los límites de la orden de

policía emitida.

Junto con el escrito de tutela, fueron aportados documentos tales como

contratos de arrendamiento, certificación expedida por la Junta de Acción

Comunal de la Vereda La Veremos del Municipio de Paz de Ariporo,

declaración juramentada mediante la cual se estableció la diferencia

existente entre el predio “La Gran Manzana” y “Villa Maria”, levantamiento

topográfico, entre otros, pruebas que fueron cercenadas totalmente por el

Despacho de primera instancia.



- INEXISTENCIA DE ORDEN POLICIVA O ADMINISTRATIVA QUE

PERMITIERA LLEVAR A CABO LA EJECUCIÓN DE LA OPERACIÓN

ADMINISTRATIVA SOBRE EL PREDIO “LA GRAN MANZANA”

Como ha sido objeto de pronunciamiento a lo largo del presente escrito de

impugnación, la querella policiva que tuvo ocurrencia ante la Inspección de

Policía del Municipio de Paz de Ariporo, tenía por objeto un área de terreno

de menor extensión ubicada al interior del predio conocido como “VILLA

MARÍA” y respecto en el cual mis hermanos y yo en nuestro buen sentir de

poseedores habíamos ejecutados diferentes actividades agrícolas, dicha área

de terreno de menor extensión correspondió a la parte de terreno que fue

debidamente inspeccionada y valorada  pericialmente.

A pesar de que a lo largo del trámite adelantado ante la autoridad de policía

nunca fue mencionado el predio “La Gran Manzana” ni en la querella, ni

mucho menos el mismo fue inspeccionado, ni tampoco fue incluido en la

resolución que puso fin a la querella impetrada por la señora LIGIA RÍOS, al

momento de llevarse a cabo la diligencia de entrega si se generaron efectos

jurídicos adversos sobre dicho bien, lo cual evidentemente denota una

extralimitación de las autoridades administrativas.

En este punto vale la pena traer a colación la manifestación dada por la

accionada LIGIA RIOS al momento de pronunciarse respecto de la acción

constitucional y que fue parte de los argumentos del despacho, así:

Señala que, LUIS ARIEL ORTIZ RIOS, JUAN CARLOS ORTIZ RIOS Y

RODOLFO ORTIZ RIOS, posterior a la práctica de inspección

judicial y a los fallos de primera y segunda instancia,

trasladaron los actos perturbatorios de un lado para otro del predio

VILLA MARIA, pretendiendo evadir el cumplimiento de la resolución

emitida por la autoridad de policía, diligencia de entrega que se

materializó el pasado 10 de agosto del año 2022, sin la presencia de

los querellados (negrilla fuera de texto original)

Si bien, no es cierto como la accionada ha pretendido hacer ver que se trata

de un área de terreno que forma parte del predio conocido como “Villa

Maria”, lo cierto si es que la misma reconoce que el traslado de los bienes

que junto con mis hermanos realizamos con destino al predio “La Gran

Manzana” y con la finalidad única de permitir el cumplimiento de la orden

de policía emitida tuvieron ocurrencia luego de la emisión de los fallos

respectivos, hecho que debe tenerse debidamente probado.



A partir de lo anterior, puede igualmente entonces concluirse que si la

querellante LIGIA MARIA RIOS consideraba que existían nuevos actos

perturbatorios, los mismos debieron ser puestos en conocimiento de la

autoridad respectiva mediante acción distinta e independiente, pues al

encontrarse debidamente fallada la situación jurídica denunciada en la

querella, no existía lugar a una ampliación injustificada del amparo

concedido en favor de esta, mucho menos respecto de un bien que jurídica y

materialmente no forma parte del bien inmueble que es de su propiedad y

que es conocido por los habitantes de la Vereda La Veremos como “Villa

Maria”

Otro de los aspectos dejados de analizar por el despacho de primera

instancia consiste en la práctica de las pruebas realizadas en la querella

policiva, mediante las cuales nuevamente se logra establecer la falta de

mención del predio conocido como “La Gran Manzana”

Igual situación tuvo ocurrencia en los fallos de primera y segunda instancia

proferidos por el Inspector de Policía Designado y la Alcaldía Municipal

respectivamente, en los cuales las órdenes impartidas recayeron sobre los

linderos plenamente identificados respecto de un bien de carácter privado y

que cuenta con folio de matrícula inmobiliaria, y no, respecto de un bien de

características baldías que no cuenta con folio de matrícula inmobiliaria, ni

inscripción de derecho real alguno.

Finalmente puede afirmarse que el Despacho de primera instancia incurrió

en el mismo defecto aquí desarrollado al no hacer uso de sus facultades

como director del asunto en aras de obtener otros medios de verificación y

convicción que le permitieran tener una mayor perspectiva respecto de la

identidad jurídica, la cabida, características y linderos de cada uno de los

predios que se encuentran involucrados.

- INEXISTENCIA DE DECISIÓN POLICIVA QUE FACULTARA LA

PRÁCTICA DE LA DILIGENCIA DE ENTREGA EN LA FECHA Y

HORA REALIZADA

Uno de los yerros anotados a lo largo de los hechos de la acción de amparo,

consistió en las irregularidades existentes en el proceso policivo derivadas

de la existencia de vínculos laborales y de amistad existentes entre el actual

titular de la Inspección de Policía Municipal de Paz de Ariporo Casanare y el

abogado ANDRES FELIPE RICO, cuestiones que debieron igualmente haber

sido valoradas bajo las reglas de la prueba indiciaria y los cuales se les restó

total importancia.



Igualmente, en el relato fáctico se dejó establecido la existencia del auto de

fecha 06 de Julio del año 2022 mediante el cual, el inspector de policía

encargado, Doctor RICARDO FORERO ABRIL señaló como fecha para llevar

a cabo la diligencia de entrega del área de terreno de menor extensión

perteneciente al predio “VILLA MARÍA” el día 9 de Agosto de 2022, sin

embargo la actuaciones de desalojo realizadas tuvieron ocurrencia el día 10

de Agosto de 2022, sin que obrara en el expediente decisión alguna que

facultará a los miembros de la Inspección de Policía a ejecutar la

materialización de la orden policiva.

Si bien, quizá lo anterior constituye un simple tecnicismo o procesalismo a

las luces del Despacho de primera instancia, estas circunstancias deben

analizarse en conjunto, pues a pesar de que el actual titular del despacho de

la inspección de policía hizo uso del impedimento en aras de evitar

inconvenientes en la culminación de la querella policiva, no puede

desconocerse la calidad de superior que el mismo ostenta respecto de los

demás miembros y colaboradores del despacho, algunos de los cuales

intervinieron en la diligencia de entrega que es objeto de reproche

- INAPLICACIÓN DE LAS CONSECUENCIAS PROBATORIAS Y

PROCESALES DE LA FALTA DE RESPUESTA A LA ACCIÓN DE

TUTELA.

El artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, ha establecido la posibilidad del

juez constitucional de solicitar informes a la entidades o personas

accionadas con la finalidad de obtener la mayor información y medios de

prueba que le sirvan de sustento para su decisión.

Lo anterior, a pesar de la denominación de informe no ha sido entendido

únicamente como una facultad discrecional del juez, sino como una

garantía de los derechos de contradicción y defensa para los accionados,

quienes en el término concedido cuentan con la posibilidad de controvertir

lo aducido por el accionante y de aportar las pruebas que sustenten su

posición.

Es por lo anterior, que al momento de la expedición del Decreto 2591 de

1991, se estableció igualmente una sanción probatoria - procesal al

desconocimiento de la orden de pronunciamiento emitida al interior del

trámite de tutela consistente en tener como probados los hechos que

respecto del accionados recaigan.



En el presente caso, la acción de tutela fue dirigida entre otros en contra de

las autoridades directamente intervinientes en el desarrollo de la diligencia

de entrega, e igualmente en contra de entidades como la Agencia Nacional

de Tierras, en atención al carácter de bien baldío del predio conocido como

“La Gran Manzana” en contra de la Inspección de Policía y la Alcaldía

Municipal de Paz de Ariporo, entidades últimas que a pesar de haber

contado con el término de 24 horas, de conformidad con el auto de fecha 29

de Agostos de 2022, no presentaron argumento alguno tendiente a que se

desestimara su responsabilidad frente a los hechos denunciados en el

escrito de tutela.

A pesar de lo anterior, el despacho de primera instancia no dio aplicación a

la confesión presunta de que trata la norma inicialmente mencionada en

este acápite, pasando por alto así mandatos procesales de obligatorio

cumplimiento.

NOTIFICACIONES

ACCIONANTES: Recibo notificaciones en la Carrera 4 número 7 - 62 de Paz

de Ariporo Casanare. Email: nayibernal81@gmail.com. Cel.: 3174358633.

ACCIONADOS:

- ALCALDÍA MUNICIPAL DE PAZ DE ARIPORO CASANARE :

Dirección: Carrera 6 # 9 - 35 Barrio Camilo Torres, Alcaldía Municipal de

Paz de Ariporo - Casanare. E mail: despacho@pazdeariporo-casanare.gov.co

o contactenos@pazdeariporo-casanare.gov.co ; teléfono: (+57) 8 637 423 Ext.

122 y 123.

- INSPECCIÓN MUNICIPAL DE POLICÍA DE PAZ DE ARIPORO

CASANARE: Dirección: ubicado en la calle 10 # 8-03. De Paz de

Ariporo Casanare;E-mail:

inspeccion@pazdeariporo-casanare.gov.co ; Teléfono::6373013.



- ANDRES FELIPE RICO CAMARGO: Dirección: Carrera 9 N 11-68,

Oficina 103 del Municipio de Paz de Ariporo Casanare; E

mail: arico.asesoriasjuridicas@gmail.com; teléfono: 322 7469472.

- WILDER BURGOS LEÓN: Dirección: ubicado en la calle 10 #

8-03. De Paz de Ariporo Casanare;E-mail:

inspeccion@pazdeariporo-casanare.gov.co ; Teléfono::6373013.

- LIGIA MARIA RIOS CARVAJAL: Direccion: Finca Villa Maria, vereda

la Veremos del municipio de Paz de Ariporo Casanare; Email: no se

conoce; Teléfono: 3204952174

- JAIME RICARDO FORERO ABRIL: Dirección: Carrera 6 # 9 - 35

Barrio Camilo Torres, Alcaldía Municipal de Paz de Ariporo - Casanare.

E mail: despacho@pazdeariporo-casanare.gov.co

o contactenos@pazdeariporo-casanare.gov.co ; teléfono: (+57) 8 637

4233 Ext. 122 y 123.

- NORMA YAMILE VILLAMIZAR MENDIVELSO: Dirección: Calle 7  N°

10-46 del municipio de Paz de Ariporo Casanare; Email: no se

conoce ; Teléfono: 313 415 9519

- JAVIER VARGAS SALAMANCA: Dirección:Calle 4 Nº 9-15 de Paz

de Ariporo Casanare ; Email: decas.dpazdeariporo@policia.gov.co;

teléfono: 3106667812.

- EJÉRCITO NACIONAL: Dirección: Carrera 54 # 26 - 25 | Bogotá

D.C; Teléfono: 601 221 6336 / 601 222 0950 / 601 426 1499; Email:

peticiones@pqr.mil.co

- LA POLICÍA NACIONAL: Dirección: Carrera. 59 N° 26-21 de la

Ciudad de Bogotá ; Email:lineadirecta@policia.gov.co ; teléfono:

15159000

https://www.google.com/search?q=policia%2Bnacional%2Bde%2Bcolombia%2Bdireccion%2By%2Btelefono%2Bcorreo&rlz=1C1CHBF_esCO1008CO1008&sxsrf=ALiCzsYcuqwXe1rBJIynm6LGdbV8PizxYQ%3A1661464268444&ei=zO4HY_XTGrD9wbkPy9e1qAY&ved=0ahUKEwj16Zvc_OL5AhWwfjABHctrDWUQ4dUDCA4&uact=5&oq=policia%2Bnacional%2Bde%2Bcolombia%2Bdireccion%2By%2Btelefono%2Bcorreo&gs_lcp=Cgdnd3Mtd2l6EAMyBQghEKABMgUIIRCgAToHCAAQRxCwAzoICCEQHhAWEB1KBAhBGABKBAhGGABQ_ANY6wxg2g1oAXABeACAAewBiAGNCJIBBTAuMS40mAEAoAEByAEIwAEB&sclient=gws-wiz
https://www.google.com/search?q=policia%2Bnacional%2Bde%2Bcolombia%2Bdireccion%2By%2Btelefono%2Bcorreo&rlz=1C1CHBF_esCO1008CO1008&sxsrf=ALiCzsYcuqwXe1rBJIynm6LGdbV8PizxYQ%3A1661464268444&ei=zO4HY_XTGrD9wbkPy9e1qAY&ved=0ahUKEwj16Zvc_OL5AhWwfjABHctrDWUQ4dUDCA4&uact=5&oq=policia%2Bnacional%2Bde%2Bcolombia%2Bdireccion%2By%2Btelefono%2Bcorreo&gs_lcp=Cgdnd3Mtd2l6EAMyBQghEKABMgUIIRCgAToHCAAQRxCwAzoICCEQHhAWEB1KBAhBGABKBAhGGABQ_ANY6wxg2g1oAXABeACAAewBiAGNCJIBBTAuMS40mAEAoAEByAEIwAEB&sclient=gws-wiz


- EL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR -

ICBF: Dirección: Calle 7 N° 10-46 del municipio de Paz de Ariporo

Casanare; Email: no se conoce ; Teléfono: 313 415 9519


